Poder Judicial de la Nación


Expte Nº  27.029/07 (L 556.153) “SMB  c/ FCA s/ divorcio” -juzgado 4-

En Buenos Aires, a los    11                               días del mes de octubre del año dos mil once, encontrándose reunidos en Acuerdo los Señores Jueces de la Sala “L” de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil a fin de pronunciarse  en  el  expediente  caratulado “SMB  c/ FCA s/ divorcio” de acuerdo al orden del sorteo el Dr. Galmarini dijo:

I.- Miriam Beatriz S  inició este juicio para obtener el divorcio vincular respecto de su esposo Carlos Alberto F   por las causales de adulterio e injurias graves. A su turno, el demandado reconvino por la causal de injurias graves vertidas en  juicio.

La Sra. juez  decretó el divorcio vincular  por culpa del esposo por haber incurrido en la causal de injurias graves y rechazó el resto de las causales invocadas. Las costas las impuso al demandado vencido.

Contra dicho pronunciamiento obrante a fs. 595/606 se  alzaron disconformes  las partes. La actora  expresó  agravios a fs.  777/79, respondidos a fs. 790/2 y el demandado a fs. 781/88, el  traslado  fue contestado a fs. 794/6.  El Fiscal de Cámara  dictaminó a fs. 799/801.

II.- La magistrada decidió  que la causal de adulterio no ha sido acreditada y la circunstancia de que el esposo hubiera tenido dos hijos luego de quebrada la convivencia con  S  no lo incluye en esa causal. 

Tampoco consideró configurada la causal de injurias graves vertidas en juicio porque entendió que la actora no se ha excedido en su derecho de defensa en el proceso. Ambas cuestiones han quedado firmes por no haber sido materia de agravios.

En cuanto a la causal de injurias graves, la sentenciante juzgó que  con las declaraciones testimoniales sumadas a los correos electrónicos agregados en autos, se acreditaron conductas injuriantes por parte del esposo hacia la esposa, que demostraron una actitud de menosprecio, humillación y ofensa para S . 

Se quejó el demandado porque considera que los dichos de los testigos no alcanzan para acreditar esas conductas hacia su esposa. 

Sin embargo el propio demandado dice en sus agravios que lo único que surge de las declaraciones testimoniales es que él tenía intenciones de establecer relaciones afectivas con otras mujeres distintas a S  y que cada una de ellas “se desarrolló en un ámbito íntimo, a resguardo de la vista del entorno de S . Sea durante sus vacaciones de verano, entablando una discreta relación al frecuentar el hogar de un amigo; o bien desde el ánimo y ascético marco de la web”  (fs. 782 vta.). Frente a este reconocimiento, es inadmisible la postura de F   de pretender que no se lo culpe por la disolución matrimonial cuando claramente esas conductas son susceptibles de herir los sentimientos de la esposa, pues poseen entidad suficiente para tener por acreditada la causal en estudio. 

Nótese que la ruptura de la convivencia fue en octubre de 2005 y las relaciones afectivas o las búsquedas de parejas en distintas páginas de internet datan de fechas anteriores a esa separación de hecho (ver declaraciones de fs. 487/8, 491/3 y 505/6).

Las causales contempladas por la norma de fondo, en cuanto implican una violación a los deberes matrimoniales, constituyen conductas ilícitas. Los incumplimientos a los deberes recíprocos de los esposos deben ser de suficiente entidad y gravedad, o sea, de una magnitud tal que demuestren la imposibilidad moral o material de continuar la vida en común. Estas causales sólo pueden ser invocadas por el cónyuge ofendido o inocente. Se trata de una acción de carácter personalísimo, sólo reservada a los cónyuges. El art.235 del Código Civil exige que la sentencia que se dicte en los procesos contenciosos de separación personal y de divorcio vincular debe contener la causal en que se funda para que el juez declare la culpabilidad de uno o de ambos cónyuges. En función de ello, resulta indispensable que el cónyuge-actor y, en su caso, el demandado-reconviniente, ofrezcan los medios probatorios tendientes a acreditar la existencia de las causales invocadas. La causal de injurias graves comprende toda clase de actos ejecutados en forma verbal, por escrito o materialmente, que constituyen una ofensa para el otro cónyuge; ataquen su honor, su reputación o su dignidad, hiriendo sus justas susceptibilidades.  (conf.Fernando Posse Saguier, en “Código Civil” Tº I-A- Jorge Joaquín Llambías-Patricio Raffo Benegas-Fernando Posse  Saguier, edit.Abeledo-Perrot, año 2002, págs.598 y sstes).- 



  El estado civil de casados les impone el deber de respetarse mutuamente en orden y con razón en el vínculo jurídico que los une. Y con un rigor acentuado, caracterizado por la sanción especial de que las injurias graves son causal para pedir la declaración judicial de separación personal (art. 202, inc. 4º, del Código Civil) o el divorcio (art. 214 del código citado). 

La demostración de que el esposo mantenía relaciones amorosas extramatrimoniales configura sin lugar a dudas la causal de injurias graves. Motivo por el cual y de acuerdo a lo dictaminado por el Fiscal de Cámara, los agravios del demandado deben desestimarse pues no logró ni siquiera mínimamente desvirtuar lo correctamente decidido en primera instancia. Así voto. 

III.- La anterior juez otorgó a la actora la suma de $ 25.000 en concepto de daño moral. Se quejó ella por considerar reducido el monto. Por su lado, el demandado cuestionó la procedencia y la cuantificación de la indemnización. 

Como bien recordó la sentenciante esta Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil en pleno se ha pronunciado en el sentido siguiente: “En nuestro derecho positivo es susceptible de reparación el daño moral ocasionado por el cónyuge culpable, como consecuencia de los hechos constitutivos de las causales de divorcio” (CNCiv. En pleno, septiembre 20/1994, in re “G., G.G. c/ B. de G., S.M.”, E.D. T. 160, p. 162; L.L. T. 1994-E, p. 538; J.A. T. 1994-IV, p. 549).

No es el decreto del divorcio por una causal subjetiva lo que determina la procedencia del resarcimiento del daño moral, sino los hechos configurativos de la causal o causales subjetivas que tengan entidad para generar daño moral en el cónyuge inocente. 

En mi voto en ese plenario he sostenido que “Aplicar la normativa que regula los hechos ilícitos en general, sin la visión específica del derecho de familia, y principalmente analizar las normas en forma descarnada de la realidad a la que se aplican, importa a mi juicio una simplificación inadecuada, al menos para una valoración judicial. Pero igualmente desacertado, o más grave aún, es pretender desnaturalizar la protección legal de la familia, como si ésta estuviera aislada del conjunto social a la que nunca alcanzan las normas jurídicas generales”. Allí también puse de resalto que según mi perspectiva del tema no es que las normas de los hechos ilícitos penetran en el derecho de familia, sino que la conducta del ofensor adquirió tal trascendencia que excedió, desbordó la protección de la familia que hace a lo propio de esa especialidad del derecho, y por ello su comportamiento y consecuencias dañosas lo colocaron en el marco general de la responsabilidad civil. Asimismo sostuve “que cuando alguno de los esposos ha adoptado una actitud culpable capaz de generar hechos que trascienden lo que es común a la vida matrimonial, aun en sus aspectos negativos, que excedan el amparo específico del derecho de familia, provocando un daño moral cuya entidad se desprenda de los hechos debidamente comprobados y cuando se reúnan los presupuestos de la responsabilidad civil por hechos ilícitos, es susceptible de ser reparado el daño moral ocasionado por el cónyuge culpable como consecuencia de los hechos constitutivos de las causales de divorcio”. 

De ahí que en cada caso deberán apreciarse las características de los hechos reveladores de la conducta del cónyuge culpable del divorcio y la influencia que ese comportamiento pudo suscitar en los sentimientos e interioridad del otro cónyuge  a fin de apreciar si tuvo entidad suficiente para provocar daño moral.

Probadas las conductas injuriantes por parte del marido hacia su esposa que menoscaban gravemente los derechos que el estado matrimonial atribuía a S , en tanto aquél mantenía relaciones afectivas con otras mujeres mientras vivían juntos y luego formara pareja con otra persona de cuya unión nacieron dos hijas, lesionan su derecho a la paz en el ámbito de la familia y el bienestar y felicidad en la relación conyugal, que torna procedente la indemnización del daño moral solicitada.

De tal forma coincido con la decisión de la magistrada en cuanto considera procedente en el caso el resarcimiento del daño moral, aunque estimo que el importe reconocido en la sentencia es en alguna medida exiguo, por lo que propongo elevarlo a la suma de $35.000 (art. 165 del Cód. Procesal).

IV.-  En lo atinente al daño psíquico, que la actora pretende sea reconocida la respectiva indemnización, corresponde señalar que se distingue del daño extrapatrimonial que configura el daño moral, por integrar aquél el concepto de incapacidad sobreviniente y consistir en una secuela patológica que genera efectos patrimoniales indirectos derivados del hecho generador. En el caso el hecho generador se trataría de “los hechos constitutivos de las causales de divorcio” no del divorcio, ni de la causal en sí misma. Esto exige no sólo que se acredite la existencia de una incapacidad psíquica o psicológica, sino que se determine que esa disminución de la capacidad proviene de esos hechos que fueron considerados constitutivos de la causal de divorcio admitida, pero no basta a mi juicio la referencia genérica a las situaciones que rodearon a la controversia que culminó en el divorcio sino que deben ser precisa y concretamente determinados para verificar si son imputables a la conducta culpable (arg. arts. 1067, 1068, 1109 y conc. del Código Civil) de quien dio causa al divorcio.

Es de recordar que se ha sostenido lo siguiente: “Si los hechos conforman tales ilícitos la reparación sobrevendrá por ser personas, con independencia de la condición de cónyuges, ni se tendrán que estimar en ocasión del juicio de separación personal o de divorcio,  sino en el campo común del juzgamiento de tales hechos, pues no hay que esperar el divorcio ni su juicio para que se pueda apreciar la eventual existencia de responsabilidades por los hechos ilícitos” (Carlos H. Vidal Taquini, “Matrimonio Civil – Ley 23515”, p. 521, comentario al art. 207, nº 16, Astrea, Bs. As. 1991).

Si bien es cierto que el perito médico legista y psiquiatra concluyó en que la actora revela padecer daños psíquicos como consecuencia de las situaciones vivenciadas por las que inicia este juicio de divorcio, que diagnostica como Reacción Vivencial Anormal Adaptativa Neurótica Cronificada, limitación que estima en el 25% (fs. 572), esa referencia genérica a “situaciones vivenciadas” entre las que bien pueden encontrarse incluidos otros aspectos de la relación matrimonial que fueron distanciando a los cónyuges, no basta a mi juicio para tener por debidamente comprobada la relación causal entre los hechos constitutivos de la causal de divorcio admitida imputables al marido y la incapacidad señalada por el perito. No ha de soslayarse que el perito médico también señaló la preexistencia de la personalidad de base de la esposa al expresar: “Sobre una personalidad de base histérica, es posible hablar de un estado de grave sufrimiento que limita en forma importante la capacidad integral de la Sra. S  y se enraíza en la experiencia vivencial traumática atravesada…” (fs. 572).                                               

Esa falta de precisión en la determinación de los actos culpables imputables al marido como causantes de la secuela incapacitante de la esposa, esto es esa falta de prueba sobre la relación causal adecuada, obsta en el caso a la procedencia de la indemnización del daño psíquico. 

Aunque las conductas del esposo en  el ámbito de la relación matrimonial sean idóneas para declararlo culpable en el divorcio y aun cuando las características  que tuvieron permitan presumir que le han causado daño moral a la esposa, estas circunstancias no bastan para acceder al resarcimiento del daño psíquico. 

Por todo lo expuesto, voto porque se confirme el fallo en recurso, salvo en cuanto al monto del daño moral que se eleva a $ 35.000. Con las costas de alzada al demandado vencido (conf. art. 68 del Cód. Procesal).- 

Por razones análogas a las expuestas por el Dr. Galmarini, la Dra. Pérez Pardo vota en el mismo sentido.

El Dr. Liberman no firma por encontrarse en uso de licencia (art.109 del RJN)

 

Con lo que terminó el acto. Firmado: José Luis Galmarini y Marcela Pérez Pardo. Es copia fiel del original que obra en el Libro de Acuerdos de esta Sala.






Jorge A. Cebeiro






Secretario de Cámara   

///nos Aires,                                 de octubre de 2011.

Y VISTOS: lo deliberado y conclusiones establecidas en el Acuerdo precedentemente transcripto el tribunal decide: confirmar el fallo en recurso, salvo en cuanto al monto del daño moral que se eleva a $ 35.000. Con las costas de alzada al demandado vencido (conf. art. 68 del Cód. Procesal).- 

 

Fíjanse los emolumentos del Dr. Heuck en la suma de cuatro mil doscientos noventa pesos ($ 4.290) y los del Dr. Guillermo Demaio en la de mil ochocientos cincuenta pesos ($ 1850), de conformidad con el art. 14 de la ley 21839.-                             

 

Conociendo de los recursos deducidos a fs. 729 y 769 con relación a las regulaciones de honorarios practicadas a fs. 606 y vta., teniendo en consideración la naturaleza y monto del litigio, labor profesional desarrollada, etapas procesales cumplidas, resultado obtenido y lo preceptuado por los arts. 6, 7, 9, 14, 19, 33, 38 y ccs. de la ley 21839 modificada por ley 24432, art. 13 de la norma legal citada, por no ser elevados los correspondientes a la dirección letrada y derechos procuratorios de la parte actora y demandada, se los confirma. Por reducidos los del perito médico Iglesias, se los eleva a la suma de mil setecientos cincuenta pesos ($ 1.750).

 

Por sus trabajos en la Alzada que dieran lugar a la resolución de fs. 736 fíjanse los emolumentos del Dr. Guillermo J. Demaio en la suma de seiscientos sesenta pesos ($ 660) y por la de fs. 738 establécense los del Dr. Barra en la de mil trescientos pesos ($ 1300).-



El Dr. Liberman no firma por encontrarse en uso de licencia (art.109 del RJN)                               

 

Regístrese, notifíquese y al Sr. Fiscal de Cámara en su despacho; oportunamente devuélvase.-



JOSE LUIS GALMARINI 
MARCELA PEREZ PARDO


(P.A.S.)
